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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 7 de junio de 2016.

N° DJ-AJ-1326-2016
Señora

Licda.  Silvia Navarro Romanini
Secretaria General de la Corte
S. D.

Estimada señora:

En relación al  oficio N° 2770-16 de 14 de marzo del 2016, suscrito por el señor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino,  mediante el cual  se comunicó a la Dirección Jurídica, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 17-16 celebrada el 23 de febrero del 2016, artículo LXXI, le remito el informe solicitado.
Informe  para determinar la viabilidad de reconocer a los servidores de la UPRO, el pago de la diferencia por gastos de hospedaje, que superen los montos establecidos en la tabla de viáticos de la Contraloría General de la República.
   I.- Antecedentes:


Mediante el oficio N° 2770-16 de 14 de marzo del 2016, suscrito por el señor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino,  se comunicó a la Dirección Jurídica, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 17-16 celebrada el 23 de febrero del 2016, artículo LXXI.    El citado acuerdo señala lo siguiente:

“El licenciado Luis Ángel Ávila Espinoza, Subdirector General interino del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio Nº 122-DG-2016 del 15 de febrero de 2016, comunicó lo siguiente:

“Por medio de la presente deseo exponer a ese honorable órgano un asunto relacionado con el pago de los viáticos que se cancelan a los servidores de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales (UPRO) que prestan servicio de protección a funcionarios judiciales, entre ellos magistrados.

La situación que preocupa a esos servidores se debe a que normalmente los funcionarios a quienes deben brindar protección se hospedan en hoteles con un costo más alto del que se menciona en la tabla de viáticos de la Contraloría General de la República, siendo que en varias ocasiones y para no dejar desprotegida totalmente a la persona a quien se le presta la escolta, deben hospedarse en ese mismo hotel y debiendo pagar de su propio bolsillo la diferencia con respecto al monto de la tabla de viáticos; situación que les causa un perjuicio en sus ingresos, en razón de que nunca se les repone o se devuelve esa diferencia.

Por la naturaleza del servicio que prestan nuestros servidores, lo recomendable en aras de garantizar una debida protección al funcionario, es que nuestros agentes se instalen en el mismo hotel que dichas personas.   No obstante, ese hecho implica que el servidor nuestro deba asumir con sus ingresos la diferencia del costo, en razón de no estar dentro de los gastos autorizados por la Contraloría General de la República.

En virtud de lo anterior, ésta dependencia solicita que se analice la posibilidad de que se autorice el pago de la diferencia cuando concurran esos casos, ó que se autorice al personal escolta poder pernoctar en otro hotel que cubra la tarifa luego de que la jornada con las autoridades a quienes les brindan la custodia haya terminado, claro está siempre que sea un lugar cercano que les permita reaccionar de forma inmediata ante una posible amenaza. 

 

 Quedando a sus órdenes para cualquier aclaración o adición…”

- 0 –
Previamente a resolver lo que corresponda y por considerar atendibles las razones que se dan, se acuerda: Trasladar la gestión anterior a la Dirección Jurídica, a fin de mediante criterio jurídico analice la viabilidad de otorgar el reconocimiento económico que se indica.”

II.- Normativa aplicable:

El Principio de legalidad administrativa está consagrado y regulado en los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública, así:

· Constitución Política: “Artículo 11.-  Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no le concede.  Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes.  La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.” 
· Ley General de la Administración Pública: “Artículo 11.-  1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.
2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.” 
La “Ley reguladora de los gastos de viaje y  gastos por concepto de transporte para todos los funcionarios del Estado”, Nº 3462, del 26  de noviembre de 1964, establece lo siguiente:

· “Artículo 1º.- Los gastos de transporte y viáticos de los funcionarios y empleados del Estado que en función pública deban viajar dentro o fuera del país, se regularán por una tarifa y un reglamento que elaborará la Contraloría General de la República, en un plazo no mayor de tres meses a partir de la vigencia de la presente ley. Son funcionarios y empleados del Estado los que dependan de cualquiera de los tres Poderes, del Tribunal Supremo de Elecciones, de las instituciones autónomas o semiautónomas, de las Municipalidades o de cualquier otro organismo del sector público.” 

· “Artículo 2º.- La tarifa se referirá únicamente a los gastos de viaje y comprenderá dos partes: una relativa a los gastos necesarios para cumplir los compromisos internacionales o las misiones en el extranjero encomendadas a los funcionarios del Estado, y otra que señalará los gastos de viaje o viáticos para el interior del país. Esa tarifa deberá indicar la categoría del funcionario o empleado y la naturaleza del viaje que origina el gasto. En caso de referirse a un gasto para el exterior, deberá considerar además, el sector geográfico al cual se dirige el funcionario o empleado.”
· “Artículo 6º.- Esta ley es de orden público y deroga todas aquellas otras disposiciones que se le opongan.”
El Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos, aprobado por la Contraloría General de la República mediante la resolución R-DC-111-2011 de las 8 horas del 7 de julio del 2011,  entre otros, se fundamenta en lo siguiente:

“I. -Que de conformidad con lo dispuesto en la “Ley reguladora de los gastos de viaje y  gastos por concepto de transporte para todos los funcionarios del Estado”, Nº 3462, del 26  de noviembre de 1964, le corresponde a la Contraloría General de la República regular  dicha materia y, en consecuencia, realizar las modificaciones que procedan, así como  revisar y ajustar periódicamente sus tarifas. Tal normativa contempla las disposiciones  generales a que deben supeditarse las erogaciones que, por concepto de gastos de viaje y de  transporte, realizan los funcionarios o empleados del Estado y de las instituciones y  empresas públicas o estatales, cuando deben desplazarse dentro o fuera del país, en  cumplimiento de sus funciones.

II.-Que la Sala Constitucional en el voto Nº 5825-97 de 19 de setiembre de 1997,  refiriéndose al artículo 1 de la Ley Nº 3462, definió la competencia de la Contraloría  General en esta materia.”

A los efectos del presente informe, interesa transcribir varias disposiciones del  Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos:
“CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º.- Ámbito de aplicación. El presente Reglamento establece las disposiciones  generales a que deberán someterse las erogaciones que, por concepto de gastos de viaje y  de transporte, deban realizar los funcionarios o empleados del Estado y de las instituciones  y empresas públicas o estatales, en adelante entes públicos, cualquiera que sea la naturaleza  jurídica de éstas, según lo disponen la Ley No. 3462 del 26 de noviembre de 1964 y el  artículo 7 del Decreto Ejecutivo No. 7927-H del 12 de enero de 1978, cuando, en  cumplimiento de sus funciones, deban desplazarse dentro o fuera del territorio nacional.

Artículo 2º.- Concepto. Por viático debe entenderse aquella suma destinada a la atención  de gastos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, que los entes públicos  reconocen a sus servidores cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro  de trabajo con el fin de cumplir con las obligaciones de su cargo.

Artículo 3º.- Sujetos beneficiarios. Los gastos a que se refiere este Reglamento  únicamente serán cubiertos a los funcionarios que prestan sus servicios a algún ente  público, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura,  con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente  o público de la actividad respectiva.

CAPÍTULO III

DE LOS VIAJES EN EL INTERIOR DEL PAÍS

Artículo 15º.- Marco normativo. Los gastos en que incurran los funcionarios de los entes  públicos, cuando deban salir de viaje o gira dentro del país, en funciones de su cargo,  estarán sujetos a las disposiciones del presente capítulo y demás regulaciones generales  contenidas en los capítulos I y II de este Reglamento.

Artículo 18º.- Tarifas en el interior del país. Las sumas a cobrar por los diferentes  conceptos, serán las siguientes:

a) Desayuno: ¢ 3.200,00

b) Almuerzo: ¢ 5.150,00

c) Cena: ¢ 5.150,00

(Así modificado por Resolución número R-DC-10-2012 de las trece horas del treinta y uno  de enero de 2012, publicada en La Gaceta Nro. 39 del 23 de febrero de 2012).

d) Hospedaje: según la localidad de que se trate, de acuerdo con las siguientes  disposiciones y tabla:

i. La Administración reconocerá, en cada caso, el monto que estipula la  correspondiente factura de hospedaje, hasta una suma que no sobrepase el máximo  que indica la columna III de la siguiente tabla, exceptuando los funcionarios  discapacitados, quienes tendrán derecho al reconocimiento del 100% de la factura,  cuando deban pagar tarifas mayores que la máxima autorizada en la columna III,  correspondiente a hoteles o similares que cuenten con las facilidades de acceso y  alojamiento que ellos requieran, en salvaguarda del principio de igualdad de  oportunidades consagrado en la Ley Nº 7600 del 2 de mayo de 1996. Para ello, los  funcionarios tendrán que presentar, adjunto a la respectiva liquidación, la (s) factura  (s) original (es) extendida (s) por el (los) establecimiento (s) de hospedaje.

ii. Si mediante una sola factura se ampara el hospedaje de más de un funcionario en  una misma habitación, uno de ellos presentará la factura original adjunta a su  respectiva liquidación y el otro (o los otros) adjuntará(n) fotocopia de ésta con  indicación del número de liquidación en que queda la factura original. Para efectos  del reconocimiento del gasto, la Administración distribuirá el monto de la factura entre el número de funcionarios que ésta ampare, siempre que el monto resultante  para cada uno no exceda el máximo que indica la columna III de la tabla siguiente.

iii. La (s) factura (s) referida (s) en los incisos anteriores deberá (n) contener la  información que, para efectos tributarios, exige la Dirección General de la  Tributación, en el artículo 18º del D.E. Nº 14082-H del 29 de noviembre de 1982 y  sus reformas, así como en directrices y resoluciones de carácter general publicadas  en La Gaceta.

HOSPEDAJE (tabla)…
Artículo 26º.- Carencia de servicios en el lugar de destino. Cuando alguno o algunos de  los servicios previstos en el Artículo 18º no exista en el lugar de destino, la Administración  podrá autorizar al servidor a trasladarse al lugar más cercano en que se proporcionen, sujeto  a la suma respectiva autorizada para este último lugar. Además, en este último caso, deberá  cubrírsele al funcionario el costo del transporte correspondiente o prestársele este servicio.

En casos excepcionales, en que los servicios a que se refiere el Artículo 18º  sean de baja calidad en el lugar de destino de la gira o cuando convenga a los intereses de la  Administración, esta última podrá autorizar su contratación en otro lugar. Para el  reconocimiento de tales gastos, debe adjuntarse a la liquidación la justificación del caso,  debidamente autorizada por la jefatura correspondiente.

Artículo 36°.- Funcionarios pertenecientes al nivel II de la tabla de viáticos: Para  efectos de la tabla del Artículo 34º, se consideran incluidos en el Nivel II, aquellos puestos  de jerarquía que no forman parte del nivel I, y cuya naturaleza coincida con alguna de las  siguientes clases:

a) Los jerarcas y subjerarcas del nivel determinativo, ejecutivo y de fiscalización superior, entendidos éstos como miembros de órganos colegiados, máximos jerarcas, autoridad superior administrativa y subjerarcas directos de éstos, los oficiales mayores, Director, Jefe  o Secretario de Despacho del máximo jerarca, Secretarios Generales.

b) Los Directores o Jefes de Prensa o Protocolo.

c) Los Directores Generales y Subdirectores Generales, o de División, Gerentes o

Subgerente Generales o de División, Directores o Subdirectores Ejecutivos.

d) Los auditores y subauditores internos de los órganos y entes públicos.

e) Los jueces del ámbito jurisdiccional y los integrantes de los Tribunales Administrativos y de Fiscalización, Jefe y Subjefe del Ministerio Público, Director y Subdirector de la Escuela Judicial y el del Organismo de Investigación Judicial, Jefe y Subjefe de la Defensa Pública.

f) Los embajadores y los funcionarios que viajen en calidad de jefes de delegaciones diplomáticas.
Artículo 37º. - Escalamiento tarifario para otros funcionarios con rango asesor. Se  podrá reconocer la tarifa de la columna II de la tabla del artículo 34º, a aquellos  funcionarios ubicados en la columna III de esa misma tabla, cuando coincidan en el  desarrollo de una determinada misión oficial con un funcionario de cualquiera de las  categorías correspondientes a las otras dos columnas y concurran al mismo evento, bajo la  coordinación directa de éstos, en calidad de equipo de apoyo, cobertura de eventos, prensa,  protocolo, seguridad, asesores, u otros similares. Lo anterior siempre y cuando se incluya  esa circunstancia en el acuerdo de viaje, con la debida justificación del órgano superior del  ente público a que pertenecen; o bien, por acuerdo ejecutivo que así lo indique, en el caso  de delegaciones de composición institucional heterogénea.
Artículo 41º.- Reconocimiento de diferencias especiales. Los miembros de los Supremos Poderes y los viceministros, cuando en razón del evento al que asistieren, deban cubrir por concepto de hospedaje una suma superior al monto destinado a ese concepto (60%), conforme con la tarifa diaria autorizada para el lugar de que se trate, tendrán derecho al reconocimiento de esa diferencia.

Asimismo, para eventos muy especiales que así lo justifiquen, los funcionarios ubicados en el nivel II de la tabla del Artículo 34, tendrán derecho a que se les reconozca el exceso en el costo de hospedaje sobre el 60% de la tarifa diaria autorizada para el lugar de que se trate, hasta por un monto máximo de E.U.A. $62,00.

Además, los funcionarios discapacitados tendrán derecho al reconocimiento del 100% de la factura de hotel, cuando deban pagar tarifas mayores que la máxima determinada de acuerdo con las disposiciones de los Artículos 34º y 35º de este Reglamento, correspondiente a hoteles o similares que cuenten con las facilidades de acceso y alojamiento que ellos requieran, en salvaguarda del principio de igualdad de oportunidades consagrado en la Ley Nº 7600 del 2 de mayo de 1996.

En los casos anteriores, para el reconocimiento de las diferencias señaladas, los funcionarios tendrán que presentar la correspondiente factura del hotel, por habitación individual, sin alimentación.
CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES
Artículo 53º.- Autorizaciones especiales. Las situaciones excepcionales que se presenten,  podrán someterse a consideración de la Contraloría General de la República, con el  propósito de que por medio del órgano o instancia competente resuelva las autorizaciones  especiales sobre cualquier aspecto no contemplado en este Reglamento, si tales situaciones  cumplen con los siguientes requisitos:

a) Que la solicitud se haga previamente a la realización del viaje.

b) Que la actividad sujeta a autorización no contravenga el orden jurídico vigente.

c) Que la realización de la actividad sea conveniente al interés público.

d) Que se trate de una situación que ocurre en forma esporádica o imprevista.

e) Que la solicitud sea hecha a instancia de la autoridad superior administrativa del  ente público respectivo o de otra autoridad competente.”

La Corte Plena aprobó el  "Protocolo para la protección a Funcionarios (as)  Judiciales, que en razón de su cargo reciban amenazas a su integridad física", en la sesión N° 14-10 de 17 de Mayo del 2010, artículo XXVIII.   De especial interés para atender la presente consulta interesa mencionar las siguientes disposiciones:
“Objetivo de la Unidad de Protección

Salvaguardar la vida, integridad, libertad y seguridad de las personas  que se encuentren en situación de riesgo como consecuencia de su participación como funcionario (a) judicial, y que por esta razón sean amenazados sus derechos, principalmente su integridad física.
[…]

Presentación

Este documento regula el funcionamiento administrativo y operativo de la Unidad de Protección a Funcionarios (as) Judiciales y  norma todo lo referente a los deberes y derechos de los protegidos (as) (funcionarios (as) judiciales) respecto de su seguridad y la salvaguarda de sus vidas.

De manera específica este documento plantea el cómo, cuándo y porqué de la protección a un funcionario judicial, los procedimientos, la evaluación de la amenaza y los niveles de riesgo que se enfrentan para desarrollar un adecuado sistema de seguridad personal.

[…]

Justificación

El objetivo primordial de las disposiciones sobre protección a funcionarios(as) judiciales no es otro que el de asegurar la vida y la integridad personal de los funcionarios(as) que requieran la protección, mediante el señalamiento de pautas y normas que permitan un adecuado funcionamiento de esta Unidad a lo interno del Poder Judicial
Nomenclaturas

Agente personal: Oficial encargado(a) de mantenerse cerca del protegido(a) y de evacuarlo(a) en caso de ser  necesario en una situación en que peligre la vida del P.M.I. o Protegido(a).

Agente de avance: Es el (la) agente responsable por todas las medidas de seguridad durante el movimiento del dignatario(a). (Verificación de rutas, lugar donde va a llegar el P.M.I., verifica todas las medidas de seguridad, verifica que estén todas las fuerzas de seguridad instaladas, enlaces con otros grupos de seguridad, etc.  

Agente de sitio: Es el (la) agente responsable por la inspección de la seguridad y las medidas a tomar en un local determinado  (hotel, aeropuerto, restaurante etc.)
[…]
Restricciones

La Protección para Funcionarios(as) Judiciales comporta un conjunto de limitaciones para el protegido(a) o para el (la) PMI, según corresponda, las cuales se justifican en razón del interés superior de proteger su vida e integridad personal y, desde luego, la de los (las) Agentes de Protección. El funcionario(a) que ingresa al programa de protección de la UPRO, lo hace de manera voluntaria, a partir de la base de que se coloca en una situación de especial sujeción ante el grupo de protección encargado de su amparo. Y este hecho implica, incluso, que el protegido (a) pueda verse sometido a restricciones en el ejercicio de sus funciones laborales y personales, restricciones sobre las cuales cabe advertir que no deben afectar el  núcleo esencial de los derechos y  han de mantenerse dentro de los cauces de la razonabilidad y proporcionalidad.

En el documento de formalización de las medidas de protección, se establecerán para cada caso en particular, las restricciones, ya que éstas dependerán de la evaluación de la amenaza y el nivel de seguridad que se implante.

[…]

Obligaciones del Protegido (a)

1. Acatar las recomendaciones de seguridad establecidas.

2.   Abstenerse de realizar actos contrarios a las leyes, o a las recomendaciones de seguridad.
3.  No exponerse innecesariamente a los riesgos que se le señalaron en el estudio de seguridad.
4. Abstenerse de asumir conductas que puedan poner en peligro su seguridad y la del o los Protectores.

5. Colaborar para que su condición de Protegido (a) se desarrolle de forma apropiada.

6. Participar en las capacitaciones de autoprotección y poner en práctica las recomendaciones dadas en ellas.

7. Brindar información veraz a las autoridades correspondientes para un adecuado estudio de seguridad y que este a su vez sirva para una adecuada administración de los recursos (materiales y humanos).

8. No informar de su condición de Protegido a personas que no estén en su núcleo familiar.

9. Mantener la cordialidad y adecuada información con el Agente a Cargo.

10. Brindar información sobre su agenda de actividades laborales y personales en caso de ser requerido.

Recomendaciones

1. La coordinación anticipada con su escolta es de gran importancia, tanto para eventos ordinarios, como para circunstancias especiales; por ello se hace necesario que los escoltas conozcan (ya sea por conducto del (la) Jefe (a) de la UPRO o de la escolta directamente) aspectos relacionados con su itinerario diario, a fin de efectuar las coordinaciones necesarias para establecer las rutas más seguras, los sitios de mayor riesgo en el recorrido y poder determinar de acuerdo a la magnitud del evento al que deba asistir si es necesario un apoyo a la escolta o una avanzada que se encargue de llegar primero al lugar para poder detectar cualquier acción sospechosa en el sitio o en la ruta por la que se va a efectuar el desplazamiento.

[…]

4. Cualquier aporte que se realice para la seguridad es de importancia, comunicándolo al Jefe (a) o Encargado (a) de escolta toda situación sospechosa o riesgosa que se considere inmediata, gran parte del éxito de la seguridad depende de la colaboración que se le ofrezca al personal de protección para el cumplimiento de su misión.
La experiencia indica que la eficiencia de los cuerpos de protección personal radica esencialmente en la concertación que exista entre el personaje escoltado (a) y su grupo de seguridad, sugiriéndose en sentido una mayor disposición hacia la cooperación mutua.

[…]

7. El Protegido (a) tiene el deber de acatar las medidas de seguridad, en caso contrario y luego del informe del grupo de protección y su análisis se podrá suspender la misma de la manera establecida en este protocolo.
[…]

Obligaciones del personal de la Unidad de Protección a Funcionarios(as) Judiciales
1. Brindar protección exclusivamente al Funcionario Judicial, En concordancia con lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión Nº 067-07, artículo LXXXIX.

2. Realizar un adecuado estudio de seguridad, según sea el caso.

3. Informar al protegido y al Jefe de la Oficina de Planes y Operaciones, de las medidas y el servicio de seguridad que se va a brindar.

4. Mantener en estricta confidencialidad todo lo referente a la vida privada y las medidas de seguridad adoptadas en cada caso. 

5. Mantener un expediente completo de cada protegido bajo custodia del Agente Protector asignado y del Jefe de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales.

6. Mantener la cordialidad y la adecuada información con cada protegido.

7. Actualizar en las bitácoras correspondientes del expediente las situaciones que se consideren sospechosas presentadas en cada protección en particular.

8. Informar al protegido de que se está incumpliendo con alguna(s) de la(s) medida(s) de seguridad establecida(s).

Causas de finalización, cese de la protección o aplicación del programa

Será motivo de finalización de las medidas de seguridad:

1. Cuando se compruebe objetivamente el cese de las amenazas o de la situación de riesgo.

2. Cuando el Protegido (a) renuncie voluntariamente a las medidas.

3. Por negativa injustificada del Protegido (a) a colaborar con las medidas establecidas.

4. Cuando el Protegido (a) incurra en conductas que contravengan lo establecido o pongan en peligro la vida de los protectores.

5. El incumplimiento de alguna de las obligaciones del Protegido (a) faculta al Agente a Cargo para informar y solicitar de manera inmediata el levantamiento del servicio de protección. 

6. Cualquier otra causa que se pueda presentar y valorar.

CONSIDERACIONES FINALES

Debe entenderse que en este protocolo no se pretende establecer todas las circunstancias especiales que se presentan en materia administrativa y operativa de seguridad, sino que es una herramienta indispensable para guiar y regular a nivel macro el funcionamiento de la UPRO. 

Asimismo, este protocolo regula de manera práctica los alcances de la intervención en el servicio de seguridad personal, pero como se indicó antes, en este documento no se plasma la manera de laborar, los esquemas y movimientos que cada agente protector debe efectuar, aspectos especiales que están contemplados en el Manual de Procedimientos de la Unidad de Protección a Funcionarios (as). Tales procedimientos se presentan por separado ya que este protocolo de intervención tiene que ser publicitado entre los posibles usuarios de los servicios, mientras que el Manual de Procedimientos, al contener información considerada como sensible y de uso estricto del Agente Protector y de la Unidad en si, es necesario reservarlo y no hacerlo del conocimiento general.”
El Manual descriptivo de clases de puestos vigentes,  señala que el Agente de Protección a Funcionarios Judiciales es una clase angosta que pertenece a la clase ancha denominada: Agente de Protección 2 (aprobada por la Corte Plena en la sesión N° 41-15 del 16 de noviembre del 2015, artículo  XII).  Para lo relacionado con el presente informe, interesa mencionar lo siguiente:
Clase ancha: Agente de Protección 2

Clase Angosta: Agente de Protección a Funcionarios Judiciales.

Propósito del puesto:

Salvaguardar cuando las circunstancias lo ameriten la vida e integridad física de funcionarios judiciales de daños y de situaciones que pueden poner en peligro su persona o libertad generando procedimientos y planes de seguridad integrales.

Función principal:

Función Policial: Realizar labores policiales (técnicas científicas), que implica el ejecutar procedimientos ordenados, metódicos, meticulosos, apegados a los dictados de la ciencia criminalística y de acuerdo a la normativa jurídica penal.

-Ejecutar labores diversas relacionadas con la protección a Funcionarios Judiciales generando procedimientos y planes de seguridad integrales de acuerdo con los lineamientos establecidos en la ley y demás normativa que rige la materia.

-Realizar planes de seguridad integrales a fin de garantizar la vida, integridad física, libertad y seguridad de la persona bajo protección.

-Planificar y establecer con anterioridad las estrategias que se estimen pertinentes para el logro de sus objetivos.

-Ejecutar las medidas materiales de protección, en los casos en que se requieran acompañamiento o vigilancia de la persona protegida.

-Desalojar a la persona protegida de la zona de peligro.

-Inspeccionar minuciosamente y con anticipación los lugares a los que se desplazarán con el propósito de crear o mejorar las medidas de seguridad.

-Realizar los estudios necesarios con el fin de identificar en el entorno de la persona amenazada, fortalezas y debilidades de seguridad e implementar medidas de protección necesarias.

-Coordinar y establecer los enlaces necesarios con los distintos funcionarios y entidades involucradas en las actividades que deben participar.

-Asesorar e indicar a la persona custodiada sobre las estrategias de seguridad que se deben adoptar.

-Informar a su superior inmediato sobre el desarrollo de la protección.

-Aplicar de forma constante cambios en la rutina del protegido, tanto en laboral como en lo familiar.
-Realizar procedimientos de seguridades integrales y especiales según se requiera, con la finalidad de salvaguardar la vida y la integridad física del funcionario del judicial.

-Confeccionar una bitácora que contenga los hallazgos acaecidos durante el día con respecto al protegido.

-Asistir y declarar en juicios cuando así corresponda.

-Realizar otras labores propias del cargo.
Responsabilidad por funciones:

Es responsable de eliminar o reducir al mínimo posible todo tipo de amenazas que afecte a las personas que protege generando procedimientos y planes de seguridad.

Mantenerse en buena condición física para cumplir con las exigencias que su trabajo demanda; respetar los derechos y garantías de los involucrados. 

Debe guardar confidencialidad y prudencia sobre las actividades que ejecuta.  

Además es responsable de mantenerse actualizado en los conocimientos y técnicas propias de su especialidad y de observar dignidad en el desempeño de su cargo y en su vida privada. Así como de acatar y aplicar la normativa legal existente en el campo de su competencia.

Debe mantener una conducta apegada a la legalidad y ética de su actividad.

Participar en investigaciones especiales y actividades policiales operativas cuando las instancias superiores lo consideren conveniente.

Condiciones de trabajo: 

Le corresponde trabajar turnos rotativos, prestar los servicios cuando sean requeridos y trasladarse a diversos lugares del país. La jornada de trabajo puede superar el horario habitual (7:30 a.m. a 4:30 p.m.)

Puede permanecer largas horas de pie, sentado dentro de un vehículo, o caminando.

Debe conducir vehículo.

Le puede corresponder llevarse el vehículo a su casa de habitación; estar expuesto a situaciones de peligro.

Debe tener altos niveles de concentración ya que le corresponde retener y recordar acontecimientos (rostros, descripciones, etc.).

La actividad le demanda un alto grado de concentración y planificación. Dada la naturaleza del cargo y según la investigación se presentan situaciones imprevistas que se deben solucionar de forma inmediata.

Consecuencias del error:

Una inadecuada planificación y ejecución de su labor puede afectar la integridad física de la persona que protege, razón por lo cual sus funciones se deben realizar acatando correctamente las políticas, directrices, protocolos de actuación y la ley.

A pesar de que se tomen las medidas de seguridad y se respeten los protocolos, cabe la posibilidad de que pueda morir el protegido, sospechoso así como un civil inocente.

*Nota: lo destacado en los textos citados anteriormente, no es del original.

La Contraloría General de la República, en el  oficio N° 4972, contiene el criterio número FOE-SAF-0163 de 15 de mayo del 2007, de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa del Área de Fiscalización del Sistema de Administración Financiera de la República, en el cual se analizó la solicitud de modificación e inclusión en el I Nivel “Miembros de los Supremos Poderes de la República”, de los Vicepresidentes de la República e incluir en el II Nivel al Director de Protocolo y reconocimiento del exceso sobre el 50% de la tarifa al Jefe de Escolta.   En relación al tema investigado, concretamente en cuanto  al Jefe de la Escolta, interesa transcribir lo señalado por la Contraloría General de la República así:
“[…]

Director de Protocolo.

Solicita el Ministerio de la Presidencia, la incorporación de este cargo dentro del II Nivel del artículo 34 citado, en razón de que entre sus funciones, está acompañar al Presidente en sus viajes y estar a su lado para prestarle los servicios y colaboración inherentes a su investidura, cumplimiento que se dificulta notoriamente dada la desigualdad en los viáticos, lo cual puede repercutir incluso, en la asignación de hoteles diferentes durante su estadía en el exterior.

Sobre el particular, es menester traer a colación la existencia de una gestión parecida del Ministerio de la Presidencia ante esta Contraloría, resuelta por el oficio 66-DEE-99 del 10 de marzo de 1999 (notificada el 15 de igual mes y año). En esa ocasión se pidió modificar el párrafo primero del entonces artículo 41 del Reglamento de rito, con la intención de incluir al Director de Protocolo dentro de los funcionarios autorizados para reconocerles el exceso del 50% de la tarifa diaria autorizada por concepto de alojamiento.

Por el oficio descrito, la Contraloría autorizó al Ministerio de la Presidencia a pagar la diferencia a la que se refiere ese artículo 41, reconociendo desde entonces la importancia de equiparar en lo posible la situación de dicho cargo, en razón de sus funciones.

Sin embargo, en virtud de reuniones con funcionarias de dicho Ministerio y manifestaciones por correo electrónico (que se adjuntan a los antecedentes), se ha indicado a esta Contraloría, la insuficiencia de la autorización contenida en el oficio referido, solicitándose según se apuntó, la inclusión de dicho cargo en el  II Nivel.

Considerando estos elementos y circunstancias, estima esta Contraloría de recibo la petición del Ministerio de la Presidenta, de incluir el cargo de Director de Protocolo dentro del II Nivel del artículo 34 de cita. Sin embargo, es pertinente extender esta inclusión, manteniendo las condiciones con que se extendió la autorización del oficio 66-DEE-99 de anterior cita.

De seguido transcribimos en lo pertinente dicho oficio para reiterar las condiciones en que opera la inclusión:

“Al respecto me permito comunicarle que esta Oficina autoriza a ese Ministerio a reconocer la diferencia a la que se refiere el párrafo indicado, siempre y cuando se cumplan simultáneamente las siguientes condiciones:

a) Que el Director de Protocolo de la Presidencia de la República viaje al exterior, en compañía del señor Presidente de la República, en cumplimiento de sus funciones; es decir, como encargado de organizar las actividades, recepciones y actos protocolarios del Mandatario y, a su vez, de asesorarlo en cada una de ellas.

b) Que por la índole del evento a realizarse y de las funciones a cumplir por el Director de Protocolo, éste deba hospedarse en el mismo hotel en que se hospeda el señor Presidente.

c) Que, para efectos de la liquidación de gastos de viaje, presente la respectiva factura de hotel, con clara separación de los servicios de alojamiento y alimentación, debidamente cancelada.

A su vez, la Administración quedará obligada a verificar, con base en la factura presentada en cumplimiento del inciso c) anterior, el monto proporcional de alojamiento (sin incluir alimentación), en caso de que el Director de Protocolo comparta la habitación con algún otro miembro de la delegación presidencial, a efectos de reconocer únicamente el monto efectivamente pagado de más correspondiente a dicho funcionario.”

Jefe de la Escolta.
Del análisis del Informe N° AO-EC-001-2007 del Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de la Presidencia (adjunto también a los antecedentes de esta gestión), podemos colegir una similitud de las funciones del Jefe de la Escolta con las del Director de Protocolo, en el tanto para el mejor desarrollo de sus responsabilidades laborales, es necesaria su cercanía con el Señor Presidente de la República en sus viajes al exterior, y en lo que al Jefe de la Escolta se refiere, la supervisión de todos los aspectos de seguridad, ameritan su alojamiento contiguo con aquel.

Por lo expuesto, esta Contraloría, considera pertinente incluir –también- al Jefe de la Escolta en el II Nivel, con las mismas condiciones y en los mismos términos que la inclusión otorgada al Director de Protocolo.

Considérese además como opción alternativa para viajes al exterior, que el artículo 28 del Reglamento de mérito, da la posibilidad a la Administración de contratar directamente los servicios de transporte, hospedaje y alimentación –entre otros-, sin que deba recurrirse a los mecanismos de la Ley de Contratación Administrativa (artículo 2 inciso f).

En los términos expuestos, se da respuesta a su consulta, sin perjuicio de la verificación posterior que pueda efectuar esta Contraloría, en el campo de su competencia.”

Notas: *El oficio N° 4972, que contiene el FOE-SAF-0163 de 15 de mayo del 2007, por la fecha  corresponde a la anterior versión del Reglamento; actualmente, es el artículo 37.
**Lo destacado en los textos citados anteriormente, no es del original.
III.- Análisis:

La solicitud que da lugar al presente informe, fue presentada por  la Subdirección del Organismo de Investigación Judicial  ante el Consejo Superior.  En el documento se indica que los oficiales de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales (UPRO) han pagado con su propio dinero, las diferencias por el exceso del gasto que sobrepasa  la tarifa hotelera establecida en el “Reglamento de Gastos de Viaje y de transporte para Funcionarios Públicos”, por la Contraloría General de la República, cuando para poder prestar el servicio de protección, se hospedan en el mismo hotel seleccionado por la funcionaria o el funcionario judicial protegido.  En este sentido, solicitan se autorice el pago de las diferencias por el monto que excede la tarifa hotelera establecida por la Contraloría General de la República.   De no ser posible, indican que se autorice al personal escolta poder pernoctar en otro Hotel (que sí se ajusta a la tarifa de la CGR),  luego de que la jornada con las autoridades a quienes les brindan la custodia haya terminado,  que sea un lugar cercano que les permita reaccionar de forma inmediata ante una posible amenaza.

El Consejo Superior, acordó que de previo a resolver, la Dirección Jurídica debe analizar la viabilidad de otorgar el reconocimiento económico que se indica.

A.- Para iniciar el análisis, debe señalarse que la Corte Plena en sesión Nº 41-12, celebrada el 26 de noviembre de 2012, artículo XXVI, aprobó las  “Políticas en Materia de Seguridad del Poder Judicial”, entre las que para los efectos de la presente consulta interesa mencionar la sétima.

 
“Política  No. 7: Protección de los servidores judiciales ante amenazas. La Unidad de Protección de Funcionarios del Organismo de Investigación Judicial, es la encargada de la protección de los servidores y servidoras judiciales en caso de amenaza a su integridad física, en función directa de su trabajo, para lo cual seguirá los protocolos  establecidos y aprobados en esta materia por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.” (Circular Nº 196-2012,  publicada en el Boletín Judicial Nº 9 del 14 de enero de 2013, el subrayado no es del original).

También en sesión  14-10 celebrada el 17 de Mayo del 2010, artículo XXVIII, esa Corte aprobó el “Protocolo para la Protección a Funcionarios (as) Judiciales, que en razón de su cargo reciban amenazas a su integridad física”.     El Protocolo señala que ante una solicitud de protección, la UPRO realiza un estudio de seguridad para el caso concreto, y se confecciona y suscribe un contrato que se firmará, con todas las recomendaciones y alcances que el estudio arroje.   Para evitar la puesta en peligro de la vida de una persona amenazada,  se realiza toda una prevención, que conlleva un cambio importante en la rutina diaria de la persona protegida, tanto en lo laboral como en lo familiar.   Tanto el Protocolo como el respectivo contrato, establecen las obligaciones y responsabilidades de cada parte.

En lo que interesa a la presente consulta, debe mencionarse que el citado Protocolo contiene varios elementos importantes a considerar:
· El Protocolo señala que la protección comprende tiempo fuera de los horarios normales de trabajo (Pág. 3).
· El acta de compromisos (contrato), señala las obligaciones y los derechos del protegido (a) y de la UPRO.  En el documento de formalización de las medidas de protección se establecerán para cada caso en particular, las restricciones y éstas dependerán de la evaluación de la amenaza y del nivel de seguridad que se implante.  (Páginas 10 y 16).

· La coordinación anticipada con su escolta, tanto para eventos ordinarios, como para circunstancias especiales, es la recomendación número 1; por ello, se hace necesario que los escoltas conozcan aspectos relacionados con su itinerario diario. (Recomendación N° 1, página 17).
· La mejor manera de lograr el objetivo (la protección), es que haya cooperación mutua.  (Recomendación N° 4, página 18).

Con este escenario y atendiendo el tema puntual, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos, (aprobado por la Contraloría General de la República mediante la resolución R-DC-111-2011 de las 8 horas del 7 de julio del 2011),  los gastos de transporte y viáticos de los funcionarios y empleados del Estado que en función pública deban viajar dentro o fuera del país, se regularán por una tarifa y un reglamento que elaborará la Contraloría General de la República.    Además, establece que son funcionarios y empleados del Estado los que dependan de cualquiera de los tres Poderes, del Tribunal Supremo de Elecciones, de las instituciones autónomas o semiautónomas, de las Municipalidades o de cualquier otro organismo del sector público.  (Artículo 1).

En cuanto a los viajes o giras en el interior del país, el artículo 18 del  Reglamento señala las tarifas establecidas por la Contraloría General de la República, para atender los gastos de desayuno, almuerzo, cena y hospedaje (según la tabla).   La única excepción contenida en dicho artículo es en el caso de las o los funcionarios discapacitados, en cuyo caso el reglamento autoriza a reconocer el 100% de la tarifa hotelera.   Sin embargo,  esta excepción no aplica en el presente caso, debido a que para ser Agente de Protección debe contarse con excelente estado físico; de manera que no aplica esta disposición normativa relacionada con la situación de la discapacidad, en el caso de las personas que laboran como Agente Personal (de protección).
Ahora bien, tal normativa reglamentaria regula el tema de los viáticos, cuando las funcionarias y los funcionarios de los entes públicos deban viajar fuera del país, en cumplimiento de misiones oficiales.  La tarifa depende de la categoría  de la persona funcionaria o empleada de los entes públicos.  A tal efecto, el artículo 34 contiene una tabla con tarifas al exterior del país, organizadas en tres niveles, así:

 NIVEL I.- Para los miembros de los Supremos Poderes de la República y Vicepresidente de la República.  
NIVEL II.- Para los funcionarios pertenecientes al Nivel determinativo y de ejecución y fiscalización superior.
NIVEL III.- Para otros funcionarios.  Estas tarifas son para sufragar gastos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores por lavado y planchado de ropa y traslados dentro de la ciudad.

Esta clasificación por niveles (de acuerdo a la jerarquía del puesto),  marca la diferencia tarifaria.  Al respecto,  el artículo 36 del Reglamento dispone lo siguiente:

“Artículo 36°.- Funcionarios pertenecientes al nivel II de la tabla de viáticos: Para  efectos de la tabla del Artículo 34º, se consideran incluidos en el Nivel II, aquellos puestos  de jerarquía que no forman parte del nivel I, y cuya naturaleza coincida con alguna de las  siguientes clases:

a) Los jerarcas y subjerarcas del nivel determinativo, ejecutivo y de fiscalización superior, entendidos éstos como miembros de órganos colegiados, máximos jerarcas, autoridad superior administrativa y subjerarcas directos de éstos, los oficiales mayores, Director, Jefe  o Secretario de Despacho del máximo jerarca, Secretarios Generales.

b) Los Directores o Jefes de Prensa o Protocolo.

c) Los Directores Generales y Subdirectores Generales, o de División, Gerentes o Subgerente Generales o de División, Directores o Subdirectores Ejecutivos.

d) Los auditores y subauditores internos de los órganos y entes públicos.

e) Los jueces del ámbito jurisdiccional y los integrantes de los Tribunales Administrativos y de Fiscalización, Jefe y Subjefe del Ministerio Público, Director y Subdirector de la Escuela Judicial y el del Organismo de Investigación Judicial, Jefe y Subjefe de la Defensa Pública.  
f) Los embajadores y los funcionarios que viajen en calidad de jefes de delegaciones diplomáticas.”
Se observa que las señoras Magistradas y los señores Magistrados del Poder Judicial están comprendidos en el Nivel I.   A su vez,  en el Nivel II se encuentran las y los jueces del ámbito jurisdiccional, el Jefe y Subjefe del Ministerio Público, así como  el Director y el Subdirector del Organismo de Investigación Judicial, el Auditor y Subauditor Judicial (entre otros puestos mencionados); y en el Nivel III se ubican los Agentes Personales de protección.  
De acuerdo con esto, queda claro que el Reglamento establece la posibilidad de hacer un ajuste (escalonamiento) en las tarifas autorizadas,   cuando se dé la circunstancia prevista en la norma, es decir, cuando coincidan en el  desarrollo de una determinada misión oficial con un funcionario de cualquiera de las  categorías correspondientes a las otras dos columnas y concurran al mismo evento, bajo la  coordinación directa de éstos, en calidad de equipo de apoyo, cobertura de eventos, prensa,  protocolo, seguridad, asesores, u otros similares.  Es importante destacar que la norma incluye el tema de la seguridad, que comprende a las y los Agentes Personales de protección.
Por otra parte, y siempre dentro del contexto de viajes al exterior, el artículo 41 del Reglamento de gastos de Viaje –como se citó anteriormente- regula el tema del reconocimiento de diferencias especiales en relación con las y los miembros de los Supremos Poderes y los viceministros, cuando en razón del evento al que asistieren, deban cubrir por concepto de hospedaje una suma superior al monto destinado a ese concepto (60%), los cuales tendrán derecho al reconocimiento de esa diferencia.

Sin embargo tales disposiciones normativas se encuentran previstas para los viajes al exterior, cuadro fáctico que no necesariamente es el consultado, no obstante, el antecedente atendido por la Contraloría General de la República en cuanto al Jefe de Escolta con el Agente Personal de protección de funcionarias y funcionarios judiciales, pues de acuerdo al Protocolo para la Protección a Funcionarios (as) judiciales, que en razón de su cargo reciban amenazas a su integridad física, establece que el Agente Personal de Protección debe mantenerse cerca de la persona protegida y evacuarla en caso de ser necesario, en una situación en que peligre la vida de la funcionaria o funcionario judicial protegido.  


Por lo anterior, se considera que al estar una situación similar a la que ya fue conocida por la Contraloría General de la República, se recomienda plantear ante el órgano contralor, una autorización especial, prevista en el Capítulo VI “Disposiciones Finales”, concretamente,  el artículo 53 del  Reglamento de Gastos de Viaje, en virtud de que nos encontramos con un aspecto no contemplado en este Reglamento y se permita el ajuste de viáticos de las personas agentes de protección que tengan a su cargo la protección de funcionarias y funcionarios judiciales cuando por concepto de hospedaje se sobrepase el monto ya establecido. Esto por cuanto en todo momento las y los agentes deben estar lo suficientemente cercanos a la persona protegida. En ese sentido no se recomienda a la Administración, dar la autorización para que los Agentes Personales de Protección, pasen la noche en un hotel diferente; puesto que lo contrario, podría poner en peligro la seguridad de la persona a quien se le brinda el servicio y se actuaría en contradicción con lo dispuesto en el Protocolo para la Protección a Funcionarios (as) judiciales, que en razón de su cargo reciban amenazas a su integridad física, que establece que el Agente Personal de Protección debe mantenerse cerca del protegido para poder ejecutar en forma rápida las medidas materiales de protección en los acompañamientos o vigilancias de la persona protegida.
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